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NULIDAD INDETERMINADA SIN EFECTOS SUSTANCIALES / NIEGA. “[E]l Tribunal está frente a una solicitud de nulidad indeterminada, como quiera que quien la pide no precisa a partir de qué momento procesal la requiere, a consecuencia de lo cual lo que se debe entender es que la aniquilación que reclama es total y abarca toda la actuación desde su origen. Situación excepcionalísima, porque para que ello proceda tendría que argumentarse un vicio de tal naturaleza que lleve a pensar que la acción penal ni siquiera podía haberse iniciado. Se trataría incluso de una súplica que estaría pasando por algo los principios de oportunidad y preclusión de los actos procesales, como quiera que una tal petición de nulidad total que incluyera las audiencias preliminares tenía que haber sido presentada al momento de la audiencia de formulación de acusación. Lo segundo a mencionar, es que no puede existir nulidad por nulidad, es decir, la judicatura no está autorizada para nulitar un proceso por el simple prurito de garantizar el imperio de la ley, o lo que es lo mismo, nulidades insustanciales y meramente formales, desligadas de los efectos sustanciales que con una determinación de esa naturaleza se espera; de allí precisamente el principio de trascendencia que las orienta. Y ocurre que en la argumentación del apoderado que solicita la nulidad no se advierte qué provecho pretende obtener con esa decisión, ya que se limita a afirmar que se ha vulnerado el principio de concentración en el desarrollo del juicio oral, por las dilaciones injustificadas en que se ha incurrido, pero nada dice en concreto con respecto a la utilidad que para la víctima puede conllevar el hecho de adoptarse tal medida extrema de la nulidad frente a todo lo actuado. (…) [S]i la pretensión procesal que debe animar a un interviniente que representa los intereses de quien se dice víctima con la infracción penal, es que se llegue a un fallo de condena para iniciar el correspondiente incidente de reparación integral, entonces cualquier retroceso o tardanza en ese objetivo final antes que beneficiarlo lo perjudica. De allí que la Sala no logra entender el proceder del apoderado de la víctima, porque una decisión de ese talante, no solo no reviviría por sí sola la posibilidad de un restablecimiento de los derechos como lo desea, o la adopción de medidas precautelativas por una supuesta insolvencia a raíz del transcurso del tiempo, ni cumpliría el propósito de celebrar un juicio en una sola audiencia concentrada, ni haría factible la requerida unidad procesal para que se tramitara por cuenta separada lo atinente a su cliente; en fin, ninguna de esas pretensiones accesorias al propósito principal de carácter indemnizatorio, de verdad y de justicia, que es lo que da razón a su participación procesal, irían de la mano de una decisión que retrotraiga el proceso a etapas ya superadas, porque entre otras cosas: ¿quién garantiza que un nuevo juicio sí se cumplirá en un solo acto para hacer gala al principio de concentración?. Menos aun cuando se ha decantado jurisprudencialmente, tal cual lo mencionó el juez a quo, que para casos como el presente en donde la dilación del juicio se ha tornado inevitable, lo que corresponde es hacer uso de los registros de audio con miras a rememorar lo sucedido en ese trámite. (…) Así las cosas, no vislumbra el Tribunal por tanto ninguna afectación a derechos fundamentales, ni infracción al debido proceso; antes por el contrario, el funcionario de instancia se ha excedido en garantías y ha querido proporcionar los medios para que las partes e intervinientes puedan hacer uso de los mecanismos procesales existentes con miras a ejercer conveniente su rol.”.
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  ACTA DE APROBACIÓN N°145 

  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Febrero 21 de 2017, 10:09 a.m.

	Acusados: 
	Heriberto Antonio Bolívar Serna
Orlando Angarita Barragán

Maribel Torres Angulo

	Cédula de ciudadanía:
	7.553.371, 7.533.298 de Armenia (Q.) y 42.091.963 de Pereira (Rda.), respectivamente.

	Delito:
	Estafa agravada como delito masa en concurso con  enriquecimiento ilícito de particulares

	Víctima:
	Claudia Soraya Henao Castro y otros.

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por el apoderado de víctimas contra el auto proferido en enero 23 de 2017, por medio del cual se negó la nulidad de lo actuado. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- De lo relacionado en el escrito de acusación se advierte que en febrero 16 de 2004 nace la Comercializadora de Carros de Risaralda -COMCAR- donde actúa como gerente el señor HERIBERTO ANTONIO BOLÍVAR SERNA. En agosto 3 de 2006 surge la sociedad DISTRICAR CENTER LTDA, representada por ORLANDO ANGARITA BARRAGÁN, donde MARIBEL TORRES ANGULO figura como una de sus socios. Y en junio 6 de 2007 se crea AUTOMOTORES DEL EJE CAFETERO S.A., en la que MARIBEL TORRES actúa como su representante legal. Dichas empresas estaban dedicadas a la comercialización de vehículos, a consecuencia de lo cual se afirma que diversas personas les entregaron vehículos en consignación y parte de su patrimonio con el fin de adquirir diversos rodantes, lo cual no acaeció al recibir una serie de evasivas y engaños mediante el despliegue de actos exteriores con los que hicieron creer que gozaban de capacidad financiera para responder pero finalmente cerraron las empresas sin razón aparente, por lo que las víctimas sufrieron pérdidas económicas y el valor de las defraudaciones ascendió a la suma de $481’000.000.oo
Según se asegura, al efectuarse el estudio contable por funcionarios del DAS, se conoció que por parte de los esposos HERIBERTO BOLÍVAR y MARIBEL TORRES, luego de constituir las empresas antes mencionadas, en un período de cinco años generaron transacciones en efectivo por más de once mil millones de pesos y el incremento patrimonial se derivó únicamente de la actividad de comercializar vehículos durante los períodos de existencia de las referidas empresas. 

1.2.- En mayo 11 de 2011 y luego de haber sido declarados en contumacia los procesados HERIBERTO ANTONIO BOLÍVAR SERNA y MARIBEL TORRES ANGULO, se llevó a cabo la audiencia de formulación de imputación en la cual se les formuló cargos a éstos por las conductas de estafa agravada, en concurso con enriquecimiento ilícito de particulares, en tanto al señor ORLANDO ANGARITA BARRAGÁN se le imputó el delito de estafa agravada. Ante la no aceptación de cargos, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación en junio 9 de 2011 en el que ratificó los cargos en las personas de HERIBERTO BOLÍVAR, MARIBEL TORRES y ORLANDO ANGARITA como autores de las conductas referidas, pero se adicionó para los dos primeros lo concerniente a que la estafa se agrava por tratarse de un “delito masa”. El conocimiento del asunto correspondió al Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), donde se llevó a cabo la audiencia de formulación de acusación (julio 26 de 2011). Posteriormente y con ocasión de diversos impedimentos el proceso fue remitido al Juzgado Primero Penal del Circuito, autoridad que luego de varios aplazamientos llevó a cabo la audiencia preparatoria (junio 28 y agosto 23 de 2013, y junio 4 de 2015) fecha ésta última en la cual la representante del órgano persecutor solicitó al despacho se incluye como víctima al señor ORLANDO AICARDO DUQUE AMAYA, como así lo admitió el despacho, frente a lo cual se opusieron los abogados de los procesados y arrimada la actuación a esta Corporación, la Sala se abstuvo  de desatar el recurso impetrado (junio 19 de 2015), habiéndose continuado por parte del juzgado de instancia con la audiencia preparatoria (octubre 8 y 16 de 2015)  y luego de diversas suspensiones se dio inicio a la audiencia de juicio oral (abril 25, 27 y 29, agosto 1, 16, 17, 18 de 2016 ), posteriormente por auto de agosto 23 el titular del despacho se declaró impedido para continuar con el trámite y remitió el asunto a su homóloga del Juzgado Segundo, la cual no lo aceptó, por lo que el caso se remitió nuevamente a esta Corporación donde se declaró infundada la causal esgrimida (septiembre 8 de 2016), y al regresar la carpeta al a quo, luego de otras suspensiones se continuó con el juicio (octubre 26 y 31,  noviembre 1 de 2016 y  enero 11 de 2017), fecha ésta última en la cual el funcionario ordenó poner en conocimiento de los intervinientes no asistentes -por el término de tres días- una solicitud de nulidad que previamente había presentado por escrito el apoderado de la víctima CLAUDIA SORAYA HENAO CASTRO. 

En esa oportunidad el togado sustentó la nulidad de toda la actuación, y el fundamento para ello lo hizo consistir en que pese a haberse denunciado a todos los socios de DISTRICAR CENTER LTDA en el año 2007, la Fiscalía solo en 2011 radicó escrito de acusación pero no contra todos, y la audiencia preparatoria se fijó para el año 2012, por lo cual durante esos 4 años los acusados tuvieron tiempo para insolventarse, sin que la Fiscalía  haya ordenado medidas precautelativas para garantizar los derechos de la víctima. Agrega que han transcurrido 10 años desde la denuncia y el juicio oral se ha dilatado por más de 3 años que el caso no reviste tal complejidad ni han existido problemas estructurales de la Administración de Justicia. A consecuencia de ello lo que percibe es una dilación o mora injustificada por omisión de las funciones del juez, generándose de ese modo un perjuicio irreparable a su cliente al no ver restablecidos sus derechos patrimoniales.

1.3.- Frente a dicha solicitud la delegada de la Fiscalía manifestó su desacuerdo, pues éste es un caso complejo y las etapas procesales se han surtido con respeto por el debido proceso y derecho a la defensa, por lo cual pide no se acceda a lo reclamado.

1.4.- A su turno el apoderado del señor ORLANDO ANGARITA BARRAGÁN también se opone a lo solicitado, pese a que una tal petición de nulidad pudiera beneficiar a su prohijado, quien pese al tiempo transcurrido se ha sometido al proceso donde se le han respetado sus garantías fundamentales y esgrime que, en su sentir, la intención del apoderado de la víctima no es otra que abrir “camino a la vía administrativa” con miras a salvaguardar únicamente los intereses de su representada, lo cual advierte improcedente en tanto la judicatura ha cumplido con su función, máxime que los actos procesales son preclusivos.

1.5- El apoderado de víctimas Dr. OMAR DE JESÚS AMAYA nada dijo en relación con los atrasos anteriores de la Fiscalía, pero coadyuvó la postura de su homólogo.

1.6.- El defensor de HERIBERTO ANTONIO BOLÍVAR y MARIBEL TORRES, por medio de escrito, considera ilegal la posición asumida por el a quo al no instalar la audiencia de juicio oral por cuanto mediaba una incapacidad médica, pero sí lo hace para que se pronunciaran con respecto a la petición de nulidad, de la cual se le dio traslado, no obstante lo cual no se pronunciará al respecto por observar que se vulneró el debido proceso, así como la imparcialidad por parte del despacho. Pide en consecuencia se corrija el trámite y se deje sin efecto la audiencia donde se sustentó la causal de nulidad.

1.7- El despacho negó la nulidad de lo actuado al considerar que en sede de juicio no se ha estructurado causal de nulidad alguna,  porque aunque el juicio se inició en abril 25 de 2016, para octubre 24 de 2016 cuando asumió su conocimiento y las partes lo reconocieron como tal, se corroboró por todos los intervinientes que hasta ese momento el trámite no se encontraba afectado por irregularidad alguna, como tampoco se ha presentado desde que prosiguió el juicio.  En relación con lo dicho por el abogado de los acusados, si bien obró de tal manera lo hizo por garantismo y economía procesal, aprovechándose la comparecencia de la mayoría de los asistentes a la audiencia y para garantizarle el derecho a la igualdad, a consecuencia de lo cual le corrió traslado del escrito para que se pronunciara al respecto, sin que tal actividad afecte su imparcialidad.

1.8.- Contra esa determinación se alzó únicamente el apoderado de la víctima señora CLAUDIA SORAYA HENAO CASTRO, y procedió a sustentar -en una misma oportunidad- el recurso de reposición y en subsidio de apelación, en el cual indicó que se ha incumplido el principio de concentración que debe primar en el juicio oral en tanto no se ha garantizado su continuidad, ya que ha persistido una dilación injustificada, lo cual desdice de la celeridad del sistema acusatorio pues debió hacerse de forma concentrada. Y aunque existen vicisitudes que conllevan al aplazamiento de la actuación, ello no se puede presentar por meses como acá ha tenido ocurrencia, por cuanto ello trasgrede el derecho al debido proceso, y aduce que si en ese momento debiera presentar alegatos no estaría en condiciones por no recordar lo que ha sucedido en juicio, como una prueba más de que en efecto tal principio se ha vulnerado.
En su condición de no recurrentes se pronunciaron los demás intervinientes de la siguiente manera:

- La Fiscal Delegada pide no se reponga ni revoque lo decidido, toda vez que desde que asumió el proceso siempre ha estado atenta al desarrollo de las audiencias, aunque se vio en la necesidad de aplazar en una oportunidad el juicio por no haber tenido posibilidad de su preparación a raíz de la alta carga laboral y la complejidad del caso, como se vio en desarrollo de la declaración del perito contable, así como las demás situaciones que se han presentado con ocasión de los cambios de abogados, pero le parece extraño que a la hora de ahora cuando ya se está a punto de culminar el asunto se pida la nulidad de lo actuado, cuando  no se han vulnerado derechos fundamentales.
- El Dr. ÓMAR DUQUE AMAYA, como apoderado de víctimas, luego de hacer un recuento de algunas situaciones que han tenido ocurrencia en el proceso, en relación con quienes han fungido como apoderados, así como la situación acaecida con su representado -quien es consanguíneo suyo- y de la presunta responsabilidad que les asiste a los acusados, con respecto a lo que fue materia de recurso solo dijo que la Fiscalía ha hecho lo posible para que se superen determinadas situaciones, aunque el despacho pudo percibir las dilaciones injustificadas que se presentaron de tiempo atrás, por lo cual pide se concedan los recursos reclamados.
- El defensor de HERIBERTO ANTONIO BOLÍVAR y MARIBEL TORRES ANGULO, señaló que se atendrá a lo que decida el despacho y pide cordura al apoderado de víctimas para que respete la presunción de inocencia de sus clientes quienes no han sido vencidos en juicio.

- El apoderado de ORLANDO ANGARITA BARRAGÁN solicita al juez que declare desierto el recurso de apelación, en tanto el discurso del apelante no atacó en momento alguno la decisión emitida, sino que hizo alusión a reflexiones para contextualizar el asunto. Solicita igualmente que en caso de que no proceda lo anterior, se mantenga el proveído adoptado y no sea revocado, por cuanto el apoderado de víctimas carecía de legitimidad para interponer la nulidad, al ser un interviniente especial; es decir, no tiene la calidad de parte, y por ende no tiene la posibilidad de reclamar tal nulidad. 

1.9.- El titular del despacho luego de retomar algunas consideraciones de su inicial posición, en relación con las circunstancias que han motivado las dilaciones que ha sufrido la actuación, señaló que no se puede anticipar a las posibles consecuencias que ello pudiera implicar como lo sería la prescripción, misma que no se ha dado y aunque falta poco tiempo se podrá concluir el trámite en su oportunidad legal. Agrega que el recurrente sí abordó temas en su alzada al hacer alusión a las dilaciones del proceso y la presunta vulneración al derecho de concentración, por lo cual estima que se debe conceder el recurso. Y en cuanto a la falta de legitimidad expresa que en la audiencia anterior cuando el togado elevó la petición de nulidad, nada se dijo al respecto, por lo cual era viable determinar lo pertinente.
El a quo, se abstuvo de reponer la decisión emitida y dispuso la remisión del asunto ante esta Corporación con el fin de desatar la apelación interpuesta.
2.- Para resolver, se considera

Como anotaciones previas, la Sala observa la necesidad de hacer los siguientes pronunciamientos.

Un apoderado de víctimas en condición de interviniente procesal, sí está legitimado para solicitar la nulidad parcial o total del proceso, siempre y cuanto la causal invocada tenga relación con los fines procesales para los cuales está diseñada su participación. Aquí se plantea una violación al debido proceso por la senda del perjuicio causado a su cliente dada la mora en la conclusión del juicio, el no restablecimiento de sus derechos en forma oportuna, y la violación a la concentración del juicio. 
Si bien la intervención del letrado impugnante es confusa y en algunas partes incoherente, todo indica que al menos en parte sí hizo una oposición a los argumentos del despacho para negar su pretensión, y en general, aunque no se comparte por supuesto, hizo expresiones directas en torno a los perjuicios causados con el proceder de la judicatura, y ello es suficiente para tener por acreditado el requisito de sustentación con miras a desatar el recurso y no declararlo desierto como lo solicitó uno de los defensores.
Es sabido que otro defensor se mostró inconforme con el proceder del funcionario de conocimiento, toda vez que no obstante haber dispuesto la no instalación de la continuación del juicio dada la incapacidad que allegó por cuatro días, de todas formas el juez aprovechó el momento procesal en el que estaba para dar trámite a una solicitud de nulidad presentada por uno de los apoderados de víctimas, y al final dispuso dar traslado por tres días de ese escrito pese a encontrarse incapacitado. Respecto a esa inconformidad el Tribunal dirá lo siguiente:

Si se observa bien el trámite procesal, se encontrará que la fecha de la última acta de audiencia de juicio oral que no se pudo realizar, data de enero 11 del presente año, y el escrito del defensor inconforme y su constancia de recibido es de enero 12, es decir, del día siguiente. Si lo anterior es así como en efecto lo es, no entiende la Corporación cómo es posible que para asistir a la audiencia del juicio oral está incapacitado, y para responder el traslado que se le ofreció por el despacho de conocimiento de esa nulidad, también está incapacitado, pero para poder enviar el memorial oponiéndose a esa forma de proceder de parte del juez ya no tiene esa misma incapacidad. La razón lógica enseña que si el defensor estuvo en posibilidad de enviar un memorial justo al día siguiente no obstante la incapacidad que aduce, de igual modo estaba en plena capacidad de pronunciarse de fondo acerca de la susodicha solicitud de nulidad; luego entonces, la reclamación defensiva se torna indebida y debe ser rechazada de plano.

Superados esos puntos preliminares, pasará la Colegiatura a hacer el pronunciamiento de segunda instancia que en derecho corresponde respecto a lo que es el tema central de la alzada.

Lo primero a indicar respecto al fondo del asunto, es que el Tribunal está frente a una solicitud de nulidad indeterminada, como quiera que quien la pide no precisa a partir de qué momento procesal la requiere, a consecuencia de lo cual lo que se debe entender es que la aniquilación que reclama es total y abarca toda la actuación desde su origen. Situación excepcionalísima, porque para que ello proceda tendría que argumentarse un vicio de tal naturaleza que lleve a pensar que la acción penal ni siquiera podía haberse iniciado. Se trataría incluso de una súplica que estaría pasando por algo los principios de oportunidad y preclusión de los actos procesales, como quiera que una tal petición de nulidad total que incluyera las audiencias preliminares tenía que haber sido presentada al momento de la audiencia de formulación de acusación. 

Lo segundo a mencionar, es que no puede existir nulidad por nulidad, es decir, la judicatura no está autorizada para nulitar un proceso por el simple prurito de garantizar el imperio de la ley, o lo que es lo mismo, nulidades insustanciales y meramente formales, desligadas de los efectos sustanciales que con una determinación de esa naturaleza se espera; de allí precisamente el principio de trascendencia que las orienta. Y ocurre que en la argumentación del apoderado que solicita la nulidad no se advierte qué provecho pretende obtener con esa decisión, ya que se limita a afirmar que se ha vulnerado el principio de concentración en el desarrollo del juicio oral, por las dilaciones injustificadas en que se ha incurrido, pero nada dice en concreto con respecto a la utilidad que para la víctima puede conllevar el hecho de adoptarse tal medida extrema de la nulidad frente a todo lo actuado.
Precisamente el órgano de cierre en materia penal, en decisión emblemática de noviembre 26 de 2003
 refirió lo que a continuación se transcribe:

“[…] significa que no hay nulidad sin perjuicio y sin la probabilidad del correlativo beneficio para el nulidicente. Más allá del otrora carácter puramente formalista del derecho, para que exista nulidad se requiere la producción de daño a una parte o sujeto procesal. Se exige, así, de un lado, la causación de agravio con la actuación; y, del otro, la posibilidad de éxito a que pueda conducir la declaración de nulidad. Dicho de otra forma, se debe demostrar que el vicio procesal ha creado un perjuicio y que la sanción de nulidad generará una ventaja”. 

Nos preguntamos por tanto: ¿qué beneficio o qué determinación favorable puede recibir el solicitante de la nulidad en este caso, de llegarse a aniquilar todo el proceso desde su raíz como es lo que pretende? Pues desde luego que ninguno, antes por el contrario, si la pretensión procesal que debe animar a un interviniente que representa los intereses de quien se dice víctima con la infracción penal, es que se llegue a un fallo de condena para iniciar el correspondiente incidente de reparación integral, entonces cualquier retroceso o tardanza en ese objetivo final antes que beneficiarlo lo perjudica.

De allí que la Sala no logra entender el proceder del apoderado de la víctima, porque una decisión de ese talante, no solo no reviviría por sí sola la posibilidad de un restablecimiento de los derechos como lo desea, o la adopción de medidas precautelativas por una supuesta insolvencia a raíz del transcurso del tiempo, ni cumpliría el propósito de celebrar un juicio en una sola audiencia concentrada, ni haría factible la requerida unidad procesal para que se tramitara por cuenta separada lo atinente a su cliente; en fin, ninguna de esas pretensiones accesorias al propósito principal de carácter indemnizatorio, de verdad y de justicia, que es lo que da razón a su participación procesal, irían de la mano de una decisión que retrotraiga el proceso a etapas ya superadas, porque entre otras cosas: ¿quién garantiza que un nuevo juicio sí se cumplirá en un solo acto para hacer gala al principio de concentración?. Menos aun cuando se ha decantado jurisprudencialmente, tal cual lo mencionó el juez a quo, que para casos como el presente en donde la dilación del juicio se ha tornado inevitable, lo que corresponde es hacer uso de los registros de audio con miras a rememorar lo sucedido en ese trámite.
Puede asegurarse incluso, que la jurisprudencia nacional también ha cerrado filas en torno a dar vía libre a la nulidad de los procesos por pretensiones inherentes al restablecimiento del derechos, como se puede apreciar en sentencia de casación penal del 29 de Agosto del 2.012, M.P. Luis Guillermo Salazar Otero. Allí la Corte recordó que el funcionario judicial por aplicación de la norma rectora prevista en el artículo 21 de la Ley 600 de 2000 debe adoptar las medidas necesarias para que cesen los efectos creados por la comisión del punible y las cosas vuelvan al estado anterior.

En ese propósito, por ejemplo, cuando en cualquier momento de la actuación aparezcan demostrados los elementos objetivos del tipo penal que dio lugar a la obtención de títulos de propiedad sobre bienes sujetos a registro, el funcionario judicial debe disponer la cancelación de dichos títulos y de los registros respectivos. Lo antes mencionado sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe, quienes en caso de verlos afectados podrán acudir a su defensa en un trámite incidental, en cuyo evento a aquél se le asigna la condición de sujeto procesal y en ejercicio de la misma puede promover el incidente y ejercer las facultades inherentes a su calidad. Y añade la Corte, que en eventos similares, el saneamiento de alguna irregularidad no conlleva la invalidez del juicio, ni de la sentencia en su caso, toda vez que la tramitación del incidente tiene por objeto una situación jurídica accesoria que no depende necesariamente del sentido del fallo, en razón a que la cancelación de las escrituras y registros respectivos no se condiciona ineludiblemente a que la sentencia sea de condena.

Igual afirmación puede hacerse en lo tocante con las medidas precautelativas que echa de menos el letrado que impugna, como quiera que se trata de actuaciones incidentales o accesorias que no solo dependen de una gestión de la agencia fiscal sino del mismo apoderado de víctimas, y que pueden adelantarse de manera paralela a la actuación principal sin que ésta resulte afectada por una omisión a ese respecto.
Así las cosas, no vislumbra el Tribunal por tanto ninguna afectación a derechos fundamentales, ni infracción al debido proceso; antes por el contrario, el funcionario de instancia se ha excedido en garantías y ha querido proporcionar los medios para que las partes e intervinientes puedan hacer uso de los mecanismos procesales existentes con miras a ejercer conveniente su rol.

Se insiste por tanto en que el juez de instancia debe adoptar las medidas necesarias para que el presente juicio se lleve a cabo sin más dilaciones, a cuyo efecto se le indica al funcionario como a las partes e intervinientes que impidan otros aplazamientos y que en caso de ser estrictamente indispensable y justificada la reprogramación de audiencias, ellas se fijen para fechas muy próximas.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión adoptada por el Juzgado primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.) en cuanto negó la nulidad de lo actuado. 
Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Radicación 11.135, M.P. Yesid Ramírez Bastidas.
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